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RESUMEN 

El presente caso de estudio se compone de varios principios y derechos 

constitucionales, como el Principio de Inocencia, Principio de Imparcialidad, Derecho 

de Inocencia, etc.,   así como también de  normas jurídicas como son la Constitución de 

la República, Código Orgánico Integral Penal, Código Orgánico de la Función Judicial 

y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, los cuales deben ser cumplidos por lo 

entes encargados de la administración de justicia ya que en todo proceso penal conlleva  

derechos y obligaciones de los ciudadanos ecuatorianos. 

Una vez conocida la definición del debido proceso se pudo observar en el estudio 

de caso analizado, que, en la Audiencia de Calificación de Flagrancia y Formulación de 

cargos, este derecho fue vulnerado en el momento que se dictó la prisión preventiva 

tipificada en el Art. 534 del Código Orgánico Integral Penal, sin haber presentado 

elementos de convicción suficientes, mucho menos justificados, claros y precisos que 

determinen que la persona aprehendida es el autor del delito.  

En el artículo citado anteriormente en su inciso segundo, hace referencia que, no 

se puede dictar la prisión preventiva por la existencia de indicios, y que el Fiscal debe 

demostrar que las medidas cautelares no son suficientes, debiéndose tener en cuenta que 

el abogado del sospechoso presentó los suficientes documentos de arraigo como son el 

rol de pagos emitido por la Fuerza Terrestre, también un certificado de pertenecer a las 

Fuerzas Armadas en estado activo, Certificados de la Policía Judicial, como el 

sospechoso es casado presentó el Certificado de Matrimonio y la Partida de Nacimiento 

de un menor, que justificaba la presencia del sospechoso durante todo el proceso.  

Fiscalía como actos urgentes, previo a la audiencia de Calificación de Flagrancia 

ordenó que se realice el reconocimiento del lugar de los hechos, la diligencia de 

valoración psicológica, y manifestó en la audiencia, que se practicó el reconocimiento 

médico legal, más no presentó el examen médico ginecológico ni tampoco este constaba 

en el proceso.  

Todo esto dio como resultado que se decida iniciar con la Instrucción Fiscal que 

tendrá una duración de 30 días, en contra del Señor Carlos Santiago Sánchez Gualpa, 

presumiendo su culpabilidad de autor del delito de violación tipificado en el Art. 171 
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numeral 2 del Código Orgánico Integral Penal, aceptó el pedido del Fiscal y dictó la 

prisión preventiva manifestando que se cumplen los requisitos del Art. 534 del COIP. 

Cuando concluyen los 30 días que dura Instrucción Fiscal, en los cuales se 

recauda los suficientes elementos de convicción, el Fiscal cierra la instrucción fiscal y 

solicita al juzgador señale día y hora para la Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de 

Juicio, en esta audiencia la Fiscal presenta su acusación en contra del Señor Carlos 

Santiago Sánchez Gualpa y fundamenta su acusación en el Informe Pericial Psicológico, 

el parte policial en el cual se debe recalcar que en el Art. 534 numeral 4 inciso 2 se 

expresa que el parte policial no se establece como ningún elemento de convicción y es 

únicamente informativo, Informe de Inspección Ocular Técnica y Reconocimiento del 

Lugar de los Hechos, Informe Médico Legal, Informe de Análisis Toxicológico, 

Versiones, Oficio de Psicóloga Clínica y Testimonio Anticipado, además de la 

prohibición de enajenar los bienes del procesado y la ratificación de la prisión 

preventiva.  

El abogado del procesado expresó, que no se presentó los elementos de 

convicción suficientes que vislumbré la existencia del delito de violación, al amparo del 

Art. 605 numeral 2 del Código Orgánico Integral Penal, se digne en dictar el 

sobreseimiento respectivo, en caso de que no se acoja mi solicitud de sobreseimiento 

procedo anunciar la totalidad de las pruebas como lo estipula el art 604 numeral 4 literal 

a, y se tenga como prueba el propio testimonio anticipado de la supuesta víctima, se 

tome el testimonio del procesado en la propia audiencia, solicito que se digne a revocar 

la prisión preventiva, manifestando que el señor Carlos Santiago Sánchez Gualpa es 

militar en servicio activo, presentó la orden de la Fuerza Terrestre, hoja familiar, el 

certificado de la brigada de caballería, el rol de pagos, hoja personal, certificados de 

Declaración Juramentada, Factura de pago a la empresa eléctrica, el compraventa de 

pago del D.M. de Quito, Partida de nacimiento. 

El Juez resolvió la validez procesal una vez verificado que se cumplió con todas 

las solemnidades. En la resolución que dicto el señor juez se pudo extraer que dicto Auto 

Llamamiento a Juicio en contra del procesado, y se ratificó la medida de prisión 

preventiva ordenada. 
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Finalmente, en la Etapa de Juicio la Fiscal alego que la responsabilidad está 

establecida, puesto que la víctima a los peritos que tuvieron contacto a poco momento 

de ocurrido los hechos dijo que el responsable era el procesado quien fue su ex pareja.  

Referente al alegato del acusado expresó que se dé cumplimiento a lo que 

determina el COIP, esto es que tenga convencimiento del cometimiento del hecho, y que 

en el presente caso existe más que duda en lo que tiene que ver con el delito. No existe 

prueba alguna sobre el hecho menos sobre la responsabilidad, y que existe un testimonio 

anticipado, en el que la víctima manifiesta que tuvo relaciones sexuales voluntarias y él 

se tranquilizó, dice que mantuvo relaciones sexuales voluntarias por vía vaginal y anal, 

por lo tanto, al no haberse demostrado la materialidad de la infracción y menos la 

responsabilidad de su defendido solicitó se confirme el estado de inocencia. 

Por lo antes expuesto, el Tribunal concluyó y tuvo el convencimiento de la 

culpabilidad del procesado es decir que su conducta es penalmente relevante habiendo 

lesionado un bien jurídico protegido. Se declaró la culpabilidad del ciudadano Carlos 

Santiago Sánchez Gualpa, por ser autor del delito de violación, por lo que se lo condenó 

e impuso una pena privativa de libertad de 29 años 4 meses, así como también una multa 

de 600 salarios básicos unificados del trabajador en general. Se reconoció a la víctima 

la reparación integral, fijando la cantidad de USD $5.000,00 (cinco mil dólares), los 

cuales como se probó en audiencia fueron subsanados. 

Como se demostró durante la audiencia de juicio no se tomó en cuenta el error 

que se cometió en la Audiencia de Calificación de Flagrancia, dando como resultado la 

omisión de la falta al Debido Proceso, y la indebida aplicación a la prisión preventiva. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

Audiencia de calificación de flagrancia. – Es la audiencia pública y contradictoria en la 

que el Juez, determina la legalidad de la aprehensión y si la persona detenida se encuentra 

en situación de flagrancia. 

Delito. – Un delito es un resquebrajamiento o un comportamiento que va contra la ley y 

en contra al comportamiento de una sociedad y será castigada por la pena equivalente. 

Fiscalía. – Es la institución encargada de regir la investigación preprocesal y procesal 

penal e intercede hasta la finalización de la causa. 

Flagrancia. – La flagrancia como ejercicio criminal, se sujeta al momento exacto de la 

práctica de un delito, y facilita el convencimiento con relación a la responsabilidad del 

supuesto infracto. 

Instrucción Fiscal. – Es una etapa que comienza con la audiencia de formulación de 

cargos llamada por el jugador a petitoria del Fiscal, cuando este cuente con los elementos 

de convicción necesarios para concluir una imputación. 

Intervención. - Suceso y consecuencia de intervenir, de formar parte en una cuestión, de 

manifestar uno su opinión.  

Notitia Criminis. – Son datos de hechos ocurridos, sustenta y justifica el actuar de 

fiscalía, la intervención de los agentes fiscales dentro de la investigación busca la 

conservación de las haciendas jurídicas. 

Peritaje. - Es la investigación y estudia lo realizado por el perito sobre el conflicto 

confiado para luego presentar el dictamen pericial con relación a lo dispuesto en la ley. 

Prisión preventiva. – Es una medida cautelar, adoptada en condiciones de excesiva 

necesidad, mediante la cual un juez ordena privar a alguien de su libertad, todo ello a 

través de la dirección de un proceso penal en el que se le imputa, sin que exista una 

sentencia de condena firme, si se quiere evitar eventuales movimientos que puedan 

perjudicar a terceras personas o al desarrollo del procedimiento. 
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Prueba. –Es un hecho, cosa material o acontecimiento con el que se pueden juzgar al 

hombre o la mujer responsable de un acto de delincuencia y probar su culpabilidad. 

Resolución. -   Hecho y resultado de resolver, quiere decir, hallar un medio para un 

conflicto o acoger una determinación concluyente. 

Ultima Ratio. – Se puede descifrar como el medio legal concluyente para dar solución 

a una cuestión de tipo social. 
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INTRODUCCIÓN 

La Constitución, tratados Internacionales y el Cogido Orgánico Integral Penal, 

garantizan el debido proceso como el conjunto de derechos de todas las personas tienen 

y que las autoridades judiciales deben garantizar durante la tramitación de un proceso sea 

judicial o administrativo. Las personas son titulares y deberían requerir dentro de los 

diferentes procesos en los cuales se determinen sus derechos y obligaciones. Con mucha 

más razón en el derecho penal debido a que se refiere a la defensa de haberes jurídicos de 

gran relevancia que supuestamente habrían sido de arduamente vulnerados, 

encontrándose en juego la vida, la libertad y en el presente caso la integridad sexual. 

El principal marco jurídico que garantiza el debido proceso se encuentra 

establecido en el Art. 76 de la Constitución de la República, en donde entre otras cosas 

garantiza el cumplimiento de las normas jurídicas establecidas, la presunción de 

inocencia, el principio de legalidad, el principio de favorabilidad, el derecho a la defensa 

y el derecho a recibir resoluciones debidamente motivadas; en tal sentido la violación a 

cualquiera de estos derechos acarrea la nulidad de cualquier procedimiento judicial o 

administrativo. 

La Carta Magna garantiza que el Ecuador es un estado constitucional de derechos 

y justicia, además en el cuerpo legal antes mencionada se establece que ninguna persona 

puede ser privado de su libertad sin un mandato judicial, con excepción en los asuntos de 

flagrancia donde la aprehensión al supuesto infractor podría ser realizada por agentes 

policiales o personas que conozcan del hecho, el momento en que se cometió el presunto 

delito o infracción, teniendo en cuenta que no debe sobrepasar las veinte y cuatro horas 

como lo establece la ley.  

La audiencia de calificación de flagrancia Art. 529 del Código Orgánico Integral 

Penal expresa: “En los casos de infracción flagrante, dentro de las veinticuatro horas 

desde que tuvo lugar la aprehensión, se realizará la correspondiente audiencia oral ante la 

o el juzgador” 1, se realizará de modo inaplazable antes del tiempo establecido y para 

impedir la aprehensión ilegal. En la mencionada audiencia el Juez contrastará los 

siguientes escenarios: que el delito realizado esté plasmado en la ley como infracción; 

que la detención se haya realizado dentro del tiempo establecido; que no se haya excedido 

el plazo antes citado, contados desde el momento en que se detuvo a la persona hasta la 

 
1 Código Orgánico Integral Penal, parágrafo 1o Aprehensión, art. 529, pág. 158. 
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realización de la audiencia citada; a la persona detenida se le haya hecho saber sus 

derechos; de lo contrario se ordenará su inmediata libertad. 

Determinar si la aprehensión de dicha flagrancia es legal, es de gran importancia, 

debido a que se refiere a derechos esenciales defendidos en nuestra Constitución, así 

como también el Juez garantista de derechos es quien debe comprobar que el individuo 

detenido no haya sido privado de su libertad de forma ilícita. 

Una vez evacuada la Audiencia de calificación de la flagrancia, corresponde a 

Fiscalía determinar si da inicio o no a un proceso penal. Si su decisión es dar inicio a un 

proceso penal debe contar con los elementos de convicción necesarios que determinen 

que la persona procesada puede ser responsable de la infracción y que el hecho puesto en 

su conocimiento constituye una conducta típica, antijuridica y culpable. En este momento 

también le corresponde al Fiscal de considerar necesario se dicten las medidas cautelares 

que vayan a garantizar la inmediación de las personas procesada al proceso y garantizar 

los derechos de las víctimas; además demostrar la existencia de criterios de necesidad y 

proporcionalidad para la aplicación de las medidas cautelares.  
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CAPITULO I 

 1. PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO 

 1.1. PRESENTACIÓN DEL CASO 

El análisis del presente caso llevado ante el Tribunal de Garantias Penales de 

Chimborazo, causa No. 060101819100278, por el cual se llegó a una sentencia 

condenatoria por el delito de violación en la ciudad de Riobamba, provincia de 

Chimborazo, caso que se inició mediante parte policial, siendo la víctima Andrade Díaz 

Kerly Yolanda y el acusado Sánchez Gualpa Carlos Santiago. En este caso se puede 

denotar la vulneración del debido proceso, presunción de inocencia, el derecho a la 

defensa, la obligación de motivar por parte de Fiscalía, que son derechos que forman parte 

del debido proceso. 

En la Constitución de la República se estipula el derecho al debido proceso. 

Específicamente en su artículo 76, se encuentran las garantías primordiales que deben 

efectuarse a cabalidad y respetar en todo proceso en el cual se establezcan derechos y 

obligaciones. En el artículo 77 se refiere a las garantías del procesado manifestando que 

únicamente la prisión preventiva se ordenará de forma excepcional (ultima ratio), y se 

empleará para garantizar la presencia del acusado durante todo el proceso penal. 

En el presente caso de estudio se quebrantan diferentes garantías y derechos de la 

persona procesada se da de la siguiente manera:  

Presunción de inocencia el art. 76 numeral 2 manifiesta que se presume la 

inocencia de toda persona y debe ser tratada como tal hasta que se declare su 

responsabilidad mediante resolución, como lo expresa la Constitución de la República2. 

La presunción de inocencia se vio afectada durante la audiencia de calificación de 

flagrancia, luego de que las partes exhibieran sus alegatos, sobre todo cuando el Fiscal 

únicamente presentó oficios de que solicito se practiquen las pericias necesarias para 

demostrar la culpabilidad del proceso sobre el delito que se le estaba acusando. El Juez al 

momento de tomar su decisión y dictar la prisión preventiva para el procesado en ningún 

momento tomó en cuenta que el procesado podría ser inocente, y denotando el caso 

 
2 Constitución de la República, Capítulo Octavo, Derechos de protección, Artículo 76 numeral 2,  página 

56, año 2008 
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estudiado desde un inicio la persona procesada fue tratada como culpable por parte del 

Fiscal como del Juez. El principio de Inocencia expresa que toda persona debe ser tratada 

como inocente hasta que se obtenga una sentencia condenatoria segura que eche abajo en 

su totalidad el estado jurídico de inocencia3.  

Se deberá ser juzgado por un Juez independiente, imparcial y competente. En esta 

causa estudiada podemos notar que la imparcialidad no existió, porque a pesar de que no 

existió elementos de convicción suficientes para demostrar la participación de la persona 

procesada en el delito de violación, fue tratado como autor directo y sin derecho a la duda 

e inocencia, lo que demuestra una falta muy grave del Juez al dictar la prisión preventiva 

sin estar plenamente convencido de la culpabilidad del procesado. 

El derecho a la defensa exige a un Estado a tratar a la persona en todo momento 

como un verdadero sujeto del proceso, en el más desarrollado sentido de este concepto, y 

no simplemente como objeto del mismo4 

Refiriéndonos ahora a la Prisión Preventiva se entiende como una medida cautelar 

asignada a los sujetos imputados por una violación que limita su libertad ambulatoria con 

el propósito de avalar la ejecución del procedimiento; aunque sus objetivos podrían írsele 

la mano5.   La resolución dictada por el Juez, luego de tomar en cuenta los alegatos de 

Fiscalía, los elementos de convicción escasos y los alegatos del abogado del procesado 

decide dictar la prisión preventiva, excluyendo los documentos de arraigo presentados 

por el abogado defensor del procesado y sin una prueba convincente que demuestre que 

el procesado fue quien cometió el delito del que se le acusa.  

En el Código Orgánico Integral Penal específicamente en el Art. 534 en la cual se 

expresa que: “Para garantizar la comparecencia de la persona procesada al proceso y el cumplimiento de 

la pena, la o el fiscal podrá solicitar a la o al juzgador de manera fundamentada, que ordene la prisión 

preventiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:  

1. Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio público 

de la acción.  

 
3 Prisión Preventiva en América Latina, Enfoques para Profundizar el Debate, Centro de Estudios de 

Justicia de las Américas CEJA, año 2013. 

 
4 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Barreto Leiva vs. Venezuela, párrafo N° 29 y Cabrera 

García y Montiel Flores vs México, párrafo N°154. 

 
5 Prisión Preventiva en América Latina, Capítulo 2, Lección 1, Los Estándares De La Prisión Preventiva 

En El Orden Internacional, página 100, año 2013. 
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2. Elementos de convicción claros y precisos de que la o el procesado es autor o cómplice 

de la infracción.  

3. Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no privativas de la libertad 

son insuficientes y que es necesaria la prisión preventiva para asegurar su presencia en el 

juicio o el cumplimiento de la pena”. 

Para este efecto, la o el Fiscal demostrará que las medidas cautelares personales diferentes 

a la prisión preventiva no son suficientes. En el caso de ordenar la prisión preventiva, la 

o el juez obligatoriamente motivará su decisión y explicará las razones por las cuales las 

otras medidas cautelares son insuficientes. 

4. Que se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad superior a un 

año. 

En los requisitos descritos en los números 1 y 2, el parte policial no constituye ningún 

elemento de convicción ni será fundamento para solicitar o conceder la prisión 

preventiva. El parte policial es exclusivamente referencial. 

De ser el caso, la o el juzgador para resolver sobre la prisión preventiva deberá tener en 

consideración si la o el procesado incumplió una medida alternativa a la prisión 

preventiva otorgada con anterioridad en cualquier otra causa.”6 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
6 Código Orgánico Integral Penal, parágrafo 1º Aprehensión, art. 529, pág. 158. 
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 1.2. OBJETIVO DEL ANÁLISIS O ESTUDIO DEL CASO 

 OBJETIVO GENERAL 

Analizar el cumplimiento y aplicación de las garantías de los derechos al debido 

proceso dentro de las decisiones emitidas por el órgano jurisdiccional en la CAUSA No. 

060101819100278 en el Tribunal de Garantías Penales de la Provincia de Chimborazo. 

 OBJETIVOS ESPECIFICOS  

➢ Determinar si dentro del proceso de estudio, Fiscalía contaba con los elementos de 

convicción para formular cargos y dicten prisión preventiva al acusado. 

➢ Identificar qué derechos se vulneran dentro del proceso de estudio. 

➢ Analizar las actuaciones judiciales frente al derecho a la seguridad jurídica. 
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CAPITULO II 

 2. CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO 

La Constitución de la República tuvo vigencia en el año 2008, desde entonces el 

estado es garantista de derechos y justicia, tal como lo estipula el Art. 3 de la norma 

Suprema específicamente enuncia los deberes primordiales del Estado, así también en el 

Art. 11 en su numeral 2 establece que: “todas las personas son iguales y gozarán de los 

mismos derechos, deberes y oportunidades” (Constitución de la República del Ecuador 

2008), además el Art. 66 del mismo cuerpo legal se refiere expresamente a los derechos 

de libertad. En el Art. 76 expresa: “En todo proceso en el que se determinen derechos y 

obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso”. A 

consideración del investigador Henao Hidrón, expresa: “los derechos constitucionales son 

aceptados como fundamentales por la Constitución Política comprenden dos clases de 

derechos: los que ella misma regula (derechos constitucionalizados, cuyo punto de partida 

son los que tienen la condición de "inalienables" respecto de toda persona), y los 

reconocidos en los pactos internacionales sobre derechos humanos vigentes” (Hidrón 

2003).  

Con respecto al debido proceso a respeto del estudioso García Ramírez tiene una 

apremia vínculo con: “el acceso formal y material la justicia Formal como derecho a 

plantear contiendas, probar los hechos y las razones y alegar en defensa de las 

correspondientes pretensiones; material, como derecho a obtener una sentencia favorable 

a las pretensiones justas” (García Ramírez 2012). Para Karl Larenz el debido proceso es: 

“proceso como el principio de contradicción” (Karl 2005), el profesor Jhon Rawls en su 

obra El Debido Proceso, expresa: “que es aquel razonablemente estructurado para 

averiguar la verdad, de formas consistentes con las otras finalidades del ordenamiento 

jurídico, en cuanto a determinar si se ha dado alguna violación legal y en qué 

circunstancias” (Rawls 2005). Uno de los principios importantes en este caso es el “in 

dubio pro reo” se refiere a que en caso de duda se favorecerá al reo, imputado, acusado o 

procesado, podría verse como una conexión con el Principio de Inocencia estipulado en 

el Art. 5 numeral 4 del Código Orgánico Integral Penal, debido a que toda persona se 

presume inocente siempre y cuando no existan pruebas suficientes para demostrar al Juez 

su culpabilidad.  
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Coexiste una correlación entre los derechos humanos y el proceso penal que se 

forja en la propia naturaleza de este tipo de proceso donde se encierra la libertad personal 

del sospechoso. La Convención Americana expresa “Se presentan mayores violaciones a 

los derechos fundamentales, especialmente en la etapa investigativa al momento de 

recopilar la prueba” (Rodriguez y Rodriguez 2008), denotamos con la definición de 

Rodríguez que este tipo de error o fallos durante la audiencia clasificatoria de flagrancia, 

ocurría años atrás y no es una problemática reciente, aunque no solo en esta clase de 

audiencias ocurren estas faltas, y que no únicamente pueden ser cometidas por la o el 

Fiscal sino también por el Juez, como lo evidenciamos en este caso en el que ambos tanto 

el Juez como el Fiscal. Ahora bien, De Hoyos expresa: “la importancia de la calificación 

de la flagrancia está relacionada con el cumplimiento de las garantías del debido proceso, 

por lo que lo primero que se deberá verificar es la legalidad de la aprehensión a fin de 

garantizar el derecho a la libertad personal y la presunción de inocencia del procesado” 

(De Hoyos 2001).  

El sospechoso, es definido por la Enciclopedia Jurídica como: “Persona de malos 

antecedentes y de la que se teme alguna acción perjudicial, presunto culpable o 

responsable” (Enciclopedia Jurídica s.f.).   

Una vez que Fiscalía formula cargos en la audiencia de clasificación de flagrancia, 

el Código Orgánico Integral Penal en su Art. 440, estipula que: “se considera persona 

procesada a la natural o jurídica contra cual, la o el fiscal formule cargos” (Código 

Orgánico Integral Penal 2020), la Enciclopedia jurídica lo define como: “Aquel contra el 

cual se ha dictado auto de procesamiento (v.) por las pruebas o indicios existentes o 

supuestos contra él; y que, como presunto reo, comparecerá ante el juez o tribunal que lo 

deberá absolver, de no declararlo culpable e imponerle la pena correspondiente” 

(Enciclopedia Jurídica s.f.). Quien está a cargo de dirigir la investigación es Fiscalía el 

cual en el Art. 442 del Código Orgánico Integral Penal, se expresa: “Fiscalía dirige la 

investigación preprocesal y procesal penal e interviniente hasta la finalización del 

proceso” (Código Orgánico Integral Penal 2020), así como haciendo referencia al Art. 

443 numeral 4 del cuerpo legal antes mencionado, y el Art. 444 numeral 4, 6, 12, y 14 del 

ibidem, una definición más clara sobre Fiscalía es: “Un fiscal, por lo tanto, es 

un funcionario público que dirige la pesquisa criminal y el desarrollo de las acciones 

penales de carácter público” (Pérez Porto 2012).  

La finalidad de prueba la podemos observar en el Art. 453 la cual se expresa: “La 

prueba tiene por finalidad llevar a la o al juzgador al convencimiento de los hechos y 
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circunstancias materia de la infracción y la responsabilidad de la persona procesada” 

(Código Orgánico Integral Penal 2020), una definición de prueba es expresada por 

Santiago Sentis el cual se refiere: “conjunto de reglas que regulan la admisión, 

producción, asunción y valoración de los diversos medios que pueden emplearse para 

llevar al juez la convicción sobre los hechos que interesan en el proceso” (Santis 1979). 

El Juez se define como: “Un juez es aquel que administra la justicia de manera que quede 

equiparada en los principios morales en los que se basa, el juez debe tener la experiencia 

suficiente para poder desarrollar una capacidad de juzgar justamente” (Yirda 2020). La 

prisión preventiva está tipificada en el Art. 534 expresando tanto su finalidad y requisitos, 

pero el numeral 4 inciso 2 manifiesta que el parte policial no forma ningún elemento de 

convicción ni será cimiento para requerir la prisión preventiva y que es únicamente para 

conocer la noticia. 

 

 2.1 ANTECEDENTES DEL CASO  

La noticia del delito se da a conocer por parte policial art. 643 numeral 4 inciso 2 

del Código Orgánico Integral Penal, el cual relata lo sucedido el día 19 de octubre del 

2019 a las 12H00 en la ciudad de Riobamba calles Gonzalo Davalos, inmediatamente 

tomaron contacto con la señora Kerly Yolanda Andrade Diaz quien manifestó que había 

sido víctima de maltrato físico y violación tipificado en el art. 171 numeral 2 del COIP,  

por parte del señor Carlos Santiago Sánchez Gualpa quién habría ingresado por el techo 

de la vivienda de la señora Kerly Andrade. La señora manifiesta que se encontraba 

durmiendo en cuartos separados con un compañero de trabajo apellido Lisardo quien fue 

retirado del domicilio de la señora Kerly Andrade con golpes e insultos, luego el señor 

Carlos Sánchez comienza a maltratar física y sexualmente a la señora Kerly quien 

momentos después logra apaciguar al señor Sánchez quien le ordena mande a pedir 

bebidas alcohólicas y que tome con él, la señora Kerly Andrade Diaz consigue que el 

señor Carlos Sánchez Gualpa se duerma para ella luego salir a pedir ayuda. 

La Fiscalía General del estado al tener conocimiento mediante parte policía del 

posible cometimiento del delito penal, dispone la práctica de las siguientes actuaciones: 

Primero. - en base a lo que determina el art. 444 numeral 2 del Código Orgánico Integral 

Penal, a fin de que se practique la pericia de RECONOCIMIENTO GINECOLÓGICO, 

en la persona Kerly Yolanda Andrade Diaz, mismo que no fue presentado en audiencia 
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de flagrancia. Segundo. - en base a lo que determina el art. 444 numeral 2 del ibidem, a 

fin de que se practique la pericia de RECONOCIMIENTO PSICOLÓGICO, en la persona 

Kerly Yolanda Andrade Diaz, mismo que no fue presentado en audiencia de flagrancia. 

Tercero. – en base a lo que determina el art. 444 numeral 2 del ibidem, a fin de que se 

practique la diligencia de ANALISIS TOXICOLÓGICO, ALCOHOLEMIA Y DROGAS 

mismo que no fue presentado en audiencia de flagrancia. Cuarto. – en base a lo que 

determina el art. 444 numeral 2 del ibidem, a fin de que se practique EL 

RECONOCIMIENTO DEL LUGAR Y EVIDENCIA, mismo que no fue presentado en 

audiencia de flagrancia. Quinto. – en atención a lo establecido en el art. 76, numeral 7 de 

las Constitución de la republica del Ecuador inciso quinto del art. 787. Numeral 2 del 

COIP; art. 282 numeral 3 del cogido Orgánico de la Función Judicial, notifíquese al 

defensor o defensora publica para los investigados con el fin de garantizar el derecho a la 

defensa de los intervinientes en la presente investigación.  

Por consiguiente, en este proceso se halla la noticia del delito en el art. 421 del 

Código Orgánico Integral Penal, en el cual se encuentra como denunciante Fiscalía debido 

a que conocía del delito por medio del parte policial. 

La audiencia de calificación de flagrancia, como lo estipula el art. 529 del Código 

Orgánico Integral Penal, en la cual se calificó como legal la aprehensión, así como 

también la flagrancia de Carlos Santiago Sánchez Gualpa, en el desarrollo de esta 

audiencia Fiscalía debía exponer los elementos de convicción, así como lo plasma el art. 

411 del código Orgánico Integral Penal, necesarios para demostrar la responsabilidad del 

sospechoso en el delito que se le atribuye. En esta audiencia Fiscalía formula cargos según 

lo estipula el art. 529 del COIP, y además da inicio a la instrucción fiscal con una duración 

de 30 días referente al art. 592 numeral 2, solicita la prisión preventiva para garantizar la 

comparecencia a juicio debido a que se han cumplido los presupuestos del art. 534 del 

cuerpo legal ibidem. El abogado defensor del procesado alegó que no existen elementos 

de convicción debido a que Fiscalía únicamente presento los oficios que ordenan que se 

practiquen las pericias, que este tipo de delitos se deben demostrar con examen 

ginecológico, no se pudo observar en el proceso, alegó que en el art. 454 del COIP 

numeral 6 inciso 3 manifiesta que el parte policial es únicamente informativo, tampoco 

existe la versión del supuesto ofendido. Y obteniendo como último punto la resolución 

en la cual el Juez Nelson Rodríguez decidió iniciar la fase de instrucción fiscal en contra 

de Carlos Santiago Sánchez Gualpa, por considerarlo autor del art. 171 numeral 2 del 
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COIP, y dicta prisión preventiva manifestando que se cumplen los requisitos del art. 534 

del cuerpo legal ibidem. 

Refiriéndonos a los elementos de convicción que constan en el proceso, el Informe 

Psicológico pericial en flagrancia según el art. 443 y 444 del COIP, redactado por la 

Psicóloga Clínica Carmiña Montoya González, quien relata como conclusión que: “no es 

adecuado y por estado físico y emocional en que se encuentra la examinada, se solicita 

fije día y hora para la culminación de la valoración psicológica”. Consta el 

Reconocimiento del lugar de los hechos en concordancia con el art. 443 y 444 del cuerpo 

legal ibidem, elaborado por el Sargento primero de Policía Jaime León Cevallos, el cual 

en su conclusión revela que: “el lugar existe con las características y especificaciones 

plasmados en el acápite respectivo, las evidencias descritas y sometidas a pericia existen 

y la diligencia se realiza en delito flagrante”.  

Seguido se encuentra el Informe Forense Delitos Sexuales como lo tipifica el art. 

443 y 444 del Código Orgánico Integral Penal suscrito por el Dr. Banda Julio Aníbal, 

expresando en su conclusión: “presenta una membrana himeneal anular dilatado, las 

fisuras del canal anal son producto de penetración, las muestras del canal anal y vaginal 

serán remitidas al Laboratorio de ADN de la Fiscalía”. Encontramos también el Informe 

Técnico Pericial de Análisis Toxicológico realizado a Kerly Andrade Diaz, suscrito por 

el Perito Lab. De Química Dr. Marco Tapia Alulema, el cual en su conclusión manifiesta: 

“Negativo a etanol y negativo a drogas de abuso”. Consiguiente encontramos el Informe 

Investigativo que se encuentra manifestado en el art. 443 y 444 numerales 2, 4 y 6 y en 

concordancia con el art. 449 del COIP, conjuntamente con el Código Orgánico de 

Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público art. 143 numerales 1, 3, 4 y 8; art. 

163 numeral 2, realizado por el agente investigador Sargento Segundo de la Policía Cesar 

Ilvis Tapia, el cual en los trabajos realizados incluye verificaciones que manifiestan no 

haber podido localizar a la señora Kerly Yolanda Andrade Diaz (denunciante) luego de 

varias llamadas sin lograr respuesta alguna, y por último se refiere al punto de entrevistas 

el cual expresa que la señora Yolanda Guzman no responde las llamadas ni se ha logrado 

ubicar, de igual manera al señor Lisardo Juank expresa que no desea rendir ni realizar 

ninguna entrevista. Otro elemento de convicción es el Oficio presentado por la psicóloga 

Clínica Carmiña Montoya dando a conocer que la Señora Kerly Yolanda Andrade Diaz 

no acudió el día y la hora señalada para la diligencia. Constituye el Testimonio Anticipado 

de la señora Kerly Andrade Diaz, el cual en su parte importante manifiesta que tuvo 

relaciones sexuales consentidas con el señor Carlos Santiago Sánchez Gualpa, que ha 



 

12 
 

tenido comunicación con el antes de lo ocurrido y que sí existió maltrato físico y 

psicológico. 

Fojas más adelante se observa un Oficio suscrito por la Perito Psicóloga – UAPI 

Jacqueline García refiriéndose que la señora Kerly Yolanda Andrade Diaz no acudió a la 

hora señalada para la diligencia. Consta Informe técnico Pericial de Audio y Video 

suscrito por los señores Sargento Segundo de Policía Freddy Vilema y Cabo Primero de 

Policía Cecilia Gavilánez peritos en Audio y Video, expresando en las conclusiones que 

es un celular marca Iphone, color negro del cual no se pudo extraer la información 

solicitada debido a que el dispositivo posee un patrón de seguridad.  

Se aprecia también como elemento de convicción la Historia Clínica de la señora 

Andrade Kerly Yolanda firmada electrónicamente por el Dr. Luis Bernardo Escobar 

director del Hospital General Riobamba. Figura Examen Médico Legal suscrito por el Dr. 

Julio Aníbal Banda en el cual remite Anexo de álbum fotográfico de Andrade Diaz Kerly 

Yolanda. En el presente proceso se observa el Informe Genético Forense N°1 suscrito por 

los peritos en Genética y Biología Molecular Ing. Lorena Vallejo e Ing. Jessica Gordon 

demostrando en su conclusión que el material genético de Carlos Santiago Sánchez 

Gualpa se excluye de estar presente en el Hisopado vaginal e hisopado rectal. 

Como lo determina el COIP en el art. 600, en el inciso primero determina 

concluida la instrucción fiscal, solicitará al Juez se señale día y hora para la audiencia de 

evaluación y preparatoria de Juicio, dicha audiencia es llevada a cabo el 28 de noviembre 

del 2019, una vez instalada la audiencia y verificando que no existan vicios formales de 

los actuado, se le otorga la palabra a la Fiscal, la cual expuso los fundamentos de su 

acusación a lo cual el Dr. Marcelo Toro abogado de la parte acusada alega que no se ha 

presentado un solo elemento de convicción que vislumbre la existencia del delito de 

violación y que al amparo del art. 605, numeral 2 del COIP se digne dictar sobreseimiento. 

El señor Juez Nelson Rodríguez declara valido el proceso y expresa que le corresponde 

dictar sobreseimiento o llamamiento a juicio conforme al art. 608 del COIP, concluyendo 

en la ratificación de la prisión preventiva y realiza el auto llamamiento a juicio.  

El día 3 de marzo de 2020 en la ciudad de Riobamba se lleva a cabo la audiencia 

del Tribunal Penal, iniciando con el alegato de apertura de Fiscalía relatando lo sucedido 

el 19 de octubre de 2019 con la señora Kerly Yolanda Andrade Diaz quien fue violentada 

física, verbal y accede carnalmente a la víctima vía bucal, vaginal y anal, adecuada esta 

conducta al art. 171 numeral 2 del código Orgánico Integral Penal. Continuando con el 

alegato de apertura por parte de la defensa del procesado el señor doctor Mario Yépez, 
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indica que su defendido goza de la presunción estipulado en el art. 76 numeral 2 de la 

Constitución de la República, Fiscalía practica las pruebas según lo tipificado en el art. 

615 del COIP, tanto documental art. 616 del cuerpo legal ibidem, como testimonial, 

obteniendo finalmente por el Tribunal  una resolución negativa hacia el procesado debido 

a que el Tribunal valga la redundancia tiene el convencimiento de la culpabilidad del 

delito de violación contemplado en el inciso primero numeral 2 del Art. 171 del Código 

Orgánico Integral Penal y lo condenan a una pena privativa de libertad de 29 años 4 

meses; así como también a una multa de 600 salarios básicos unificados del trabajador, 

dando cumplimiento a lo determinado en los arts. 51; y 56 del Código Orgánico Integral 

Penal, y se reconoce a la víctima la reparación integral al tenor del art. 622 numeral 6 del 

Código Orgánico Integral Penal, se fija una cantidad de USD $5.000,00 (CINCO MIL 

DOLARES). 

Por consiguiente, se presenta el recurso de Apelación, el mismo que es admitido 

a trámite, recurso que es rechazado, en la Audiencia de Apelación de fecha martes tres de 

marzo del 2020. 

En definitiva, acorde a los principios de tutela judicial efectiva, inmediación y 

contradicción de conformidad con lo determinado en los artículos 75 y 76 numeral 7, 

literales a), b) y c) de la Constitución de la República, en relación a lo que prevé el artículo 

652 numeral 8 del Código Orgánico Integral Penal. El 7 de Julio de 2020 en la ciudad de 

Riobamba, la sala especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Transito de la 

Corte Provincial de Justicia de Chimborazo resuelven en unanimidad, rechazar el recurso 

de apelación interpuesta por la defensa técnica del ciudadano Carlos Santiago Sánchez 

Gualpa, cuya consecuencia fue ratificar su sentencia condenatoria. 

 2.2 FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL CASO 

Antes de fundar el análisis del actual caso, es preciso conceptualizar algunos 

métodos jurídicos que tiene correlación con este estudio; así:  

 2.2.1. DEBIDO PROCESO 

El Dr. Gabriel García Falconi se refiere al debido proceso manifestando: “para 

que el Estado pueda castigar penalmente se exige siempre la existencia del proceso, pero 
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no de cualquier proceso, sino de uno en el que se respete las garantías constitucionales, 

esto es lo que permite calificar a un proceso como justo o debido”7. 

Martin Agudelo define el debido proceso como: “El debido proceso es un derecho 

fundamental contentivo de principios y garantías que son indispensables de observar en 

diversos procedimientos para que se obtenga una solución sustancialmente justa” 

(Agudelo Ramírez 2009). 

Juan Segundo Martínez Loor, expresa: “El mismo derecho que tiene la víctima de 

cualquier delito para que se imponga una pena a quien se lo causó, lo tiene el infractor 

para acceder a un juicio justo bajo las reglas internacionales del debido proceso y respeto 

a su integridad personal” (Martínez Loor 2018). 

El Art. 76 de la Constitución de la República dispone: En todo proceso en el que 

se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al 

debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas:  

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 

cumplimiento de las normas y de los derechos de las partes. 

2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras 

no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia.8 

Art. 77 de la Constitución de la República se expresa: En todo proceso legal que 

se haya privado de la libertad a una persona, se observarán las siguientes garantías 

básicas: 

1. La privación de la libertad no será la regla general y se aplicará para garantizar 

la comparecencia del imputado o acusado al proceso, el derecho de la víctima 

del delito a una justicia pronta, oportuna y sin dilaciones, y para asegurar el 

cumplimiento de la pena; procederá por orden escrita de jueza o juez 

competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades establecidas en 

la ley. 

11. La jueza o juez aplicará las medidas cautelares alternativas a la privación de 

libertad contempladas en la ley. Las sanciones alternativas se aplicarán de 

acuerdo con los casos, plazos, condiciones y requisitos establecidos en la ley9. 

 
7Dr. José García Falconí, “¿Qué es el Debido Proceso?” Catedrático de Facultad de Jurisprudencia de la 

Universidad Central del Ecuador, Ecuador, jueves 24 de noviembre, 2005, 

https://www.derechoecuador.com/que-es-el-debido-proceso. 
8 Constitución de la República, Capítulo Octavo, Derechos de protección, art. 75, pág. 56. 
9 Constitución de la Republica, Capítulo Octavo, Derechos de protección, art. 75, pág. 56. 
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Según Solozábal Echavarría el debido proceso se define como: “Los derechos más 

importantes que tienes las personas; constituyen la condición de su libertad y 

autodeterminación; su desconocimiento o conculcación vulnera la dignidad e impide el 

desarrollo del individuo como persona. Los derechos fundamentales conforman el núcleo 

básico, ineludible e irrenunciable del status jurídico del individuo”10 

El Dr. Luis Cueva Carrión, al precisarlo nos dice: “El debido proceso es un 

derecho constitucional, por tanto, es de rango superior e impregna a todo el sistema 

jurídico de un país; en consecuencia, nada ni nadie puede sustraerse de él. Todos los actos 

y procedimientos de los funcionarios de los órganos de poder público deben ceñirse a él, 

de lo contrario, atentarían contra el estado de derecho”11 

Se deben tomar en cuenta que los principios y garantías del debido proceso son 

reconocidos también en diferentes instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 

Son reconocidos los principios y garantías del debido proceso por el derecho 

internacional, son usuales para las dos partes en el proceso judicial, unas cuantas tiene 

carácter de garantías que no se pueden eliminar o no dispuestas a suspender o limitar en 

ningún tipo de suceso. 

Podemos nombrar garantías, derechos y principios usuales a continuación: 

▪ Principio de Igualdad frente a los tribunales de justicia y la ley; 

▪ Principio de publicidad procesal; 

▪ Principio de legalidad; 

▪ Derecho a un juicio justo; 

▪ Derecho de acceso a la jurisdicción; 

▪ Derecho a un recurso efectivo; 

▪ Derecho a un juez competente, imparcial e independiente; 

▪ Derecho a un trato humano; 

▪ Derecho a un juez natural, establecido por la ley; 

▪ Derecho a la tutela judicial efectiva; y,  

▪ Derecho a la celeridad.12 

 
10 Juan Solozábal Echavarría, “Algunas cuestiones básicas de la teoría de los derechos fundamentales”, en 

Revista de Estudios Políticos, N° 71, Madrid, 199, pág. 88. 
11 Luis Cueva Carrión, Acción Constitucional Ordinaria de protección, Ediciones Cueva Carrión, 2009, 

Quito, pág. 61 
12Jorge Samaniego Morales Álvarez, Vladimir Edmundo, “Las garantías básicas del debido proceso en la 

Constitución ecuatoriana”, Análisis de un caso concreto, pág. 17 y 18, Universidad del Azuay 2013. 
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Según Ramiro Ávila Santamaría, manifiesta: “En el Estado constitucional de 

derechos, los sistemas jurídicos y las fuentes se diversifican: 

1. La autoridad que ejerza competencia constitucional crea normas con carácter 

de Ley, (precedentes nacionales),  

2. Las instancias internacionales dictan sentencias que también son generales y 

obligatorias (precedentes internacionales),  

3. El ejecutivo emite políticas públicas que tienen fuerza de Ley, por ser actos 

administrativos con carácter general y obligatorio,  

4. Las comunidades indígenas tienen normas, procedimientos y soluciones a 

conflictos, con carácter de sentencia y, finalmente, 5. La moral tiene 

relevancia en la comprensión de textos jurídicos…”13 

 2.2.2. PRINCIPIO DE INOCENCIA  

El Principio de Inocencia se encuentra dentro del Art. 5 en el cual se hace 

referencia a los diferentes principios que rigen el debido proceso, manifestando:  toda 

persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como tal, mientras 

no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario.14 

En la Constitución de la República art. 76 numeral 2, expresa que: “Se presumirá 

la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su 

responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada” (Constitución de la 

República del Ecuador 2008). 

Para el Dr. José García Falconí la presunción de inocencia es: “el derecho que 

tienen todas las personas, a que se considere a priori como regla general, que ellas actúan 

de acuerdo a la recta razón, comportándose de acuerdo a los valores, principios y reglas 

del ordenamiento jurídico, mientras un juez o jueza competente no adquiera la 

convicción, a través de los medios de prueba legal, de su participación y responsabilidad 

en el hecho punible determinado por una sentencia firme y fundada, obtenida  respetando 

todas y cada una de las reglas del debido y justo proceso”.15 

 
13 Ávila Santamaría Ramiro, “Ecuador Estado constitucional de derechos y justicia”, La Constitución del 

2008 en el contexto andino. Análisis de la doctrina y el derecho comparado, Imprenta V&M Gráficas; 

Quito noviembre 2008, pág. 30. 
14 Código Orgánico Integral Penal, Capitulo II, Garantías y Principios Rectores del Proceso Penal, art. 5 

numeral 1, pág. 8  
15 Dr. José García Falconí, “Principio de Inocencia, Definición y Alcance de la Garantía de la Presunción 

de Inocencia”, 17 de abril, año 2017, https://www.derechoecuador.com/principio-procesal-de-inocencia-
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Se viola este principio cuando se consagran en la ley penal presunciones de 

responsabilidad, cuando se establece el sistema de que a falta de prueba suficiente para 

procesar, en vez de sobreseer en forma definitiva al imputado, se le dicta un 

sobreseimiento temporal que lo mantiene como sospechoso de ser culpable, cuando se 

absuelve al procesado, pero agregando que se debe a insuficiencia de pruebas, porque 

equivale a desconocer que si éstas no existen, simplemente se le debe considerar inocente 

y que solamente cuando el juez tenga pleno convencimiento o certeza de la 

responsabilidad, deja aquel de estar protegido por la presunción de inocencia que toda 

persona tiene mientras no se le demuestre lo contrario16. 

En la reglamentación nuestra, el debido proceso, que incluye la presunción de 

inocencia, es el conjunto de acciones que deben realizar las partes procesales, en las que 

es fundamental reconocer en la mayor medida posible los tipos de ritualidades adecuadas, 

con el argumento de que es una garantía para el ciudadano en un Estado Constitucional 

de justicia social y derechos, es decir, es un aseguramiento hacia la arbitrariedad viable 

de las acciones jurisdiccionales, y es necesario citar que el aseguramiento de la debida 

técnica es el más amplio de todos los consagrado en nuestra Constitución de la República, 

y es, con mucho, uno de los derechos fundamentales, de igual manera hay que aclarar que 

esta garantía se aplica desde el inicio del proceso hasta la ejecución total de la sentencia. 

 2.2.3. PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD 

El principio de imparcialidad deriva del principio de igualdad, y se concreta en la 

comparación y la elección ponderada de diversos valores: 

a. Entre varios intereses públicos; 

b. Entre intereses públicos e intereses privados, para impedir que los intereses privados 

sean sacrificados más de lo necesario; 

c. De intereses privados entre sí, para evitar discriminaciones arbitrarias.17 

Existen cuatro clases de imparcialidad, como son: 

 
#:~:text=La%20presunci%C3%B3n%20de%20inocencia%2C%20es,no%20adquiera%20la%20convicci

%C3%B3n%2C%20a 
16 Alfredo Vélez Mariconde, “Estudios de Derecho Procesal Penal”, tomo II, editorial Lerner, Buenos 

Aires, Argentina, página 26. 
17 Jhosep Aguiló Regla, Manuel Atienza, y Juan Ruiz Manero, “Fragmentos para una teoría de la 

constitución”, Iustel, año 2007, págs. 17 y ss. 
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a) El caso del imparcial acertado. - ilustra la situación en que conforme a criterios internos 

al Derecho se valora que la decisión que el juez ha tomado es la decisión correcta y, 

además, se considera que lo ha hecho por los motivos correctos; 

b) El caso del imparcial equivocado. - No se cuestionan los motivos por los cuales el juez 

decidió, se asumen como correctos, pero se critica la decisión tomada; 

c) El caso del parcial legal. - Ilustra perfectamente lo que es la deslegitimación de una 

decisión por la deslegitimación de quien la toma. Quien decidió no debió decidir por 

no ser imparcial, es decir, por no reunir un requisito esencial de la legitimidad de la 

jurisdicción; 

d) El caso del parcial ilegal. - La actitud interna hacia el Derecho lleva a realizar una 

crítica externa al contenido de la decisión, de forma que la argumentación de la decisión 

se ve como pura simulación de justificación18 

 

Se encuentra tipificado en el art. 5 del Código Orgánico Integral Penal, en el cual 

se especifica los principios que rigen al debido proceso, en el cual en el numeral 19 se 

expresa que: “la o el juzgador, en todos los procesos a su cargo, se orientará por el 

imperativo de administrar justicia de conformidad con la Constitución de la República, 

los instrumentos internacionales de derechos humanos y este Código, respetando la 

igualdad ante la Ley” (Constitución de la República del Ecuador 2008). 

En la Revista Jurídica de la Universidad Católica de Guayaquil, definen a la 

imparcialidad como: “Un criterio propio de la justicia (no puedo esperar sentencia justa 

si no cumplí́ con el debido proceso y dentro del debido proceso se encuentra la 

imparcialidad), alude a que las decisiones deben tomarse siguiendo criterios objetivos sin 

dejarse llevar por influencias, opiniones, perjuicios, a no ponerse de lado de ninguna de 

las partes porque tal “parcialidad” le corresponde al abogado”19. 

 2.2.4. PRINCIPIO DE LA DEBIDA DILIGENCIA 

El Estado tiene la responsabilidad de emplear la debida diligencia, con el fin de 

localizar el hecho cometido y sancionar justamente a los responsables. 

El Principio de la de Debida Diligencia se encuentra estipulado en la Constitución 

de la República refiriéndose que: “Las servidoras y servidores judiciales, que incluyen a 

 
18 Josep Aguiló Regla, Imparcialidad y Concepciones del Derecho, Universidad de Alicante, España 

2009. 
19 Ivanna Abad, Jamilet Camacho, Gisella Capelo, Diana Chiliquinga, Saray Olalla, La Imparcialidad 

Judicial, Revista Jurídica de la Universidad Católica de Guayaquil, junio 4, año 2018. 
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juezas y jueces, y los otros operadores de justicia, aplicarán el principio de la debida 

diligencia en los procesos de administración de justicia. Las juezas y jueces serán 

responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, negligencia, denegación 

de justicia o quebrantamiento de la ley”20. 

El principio de la debida diligencia es esencial, que se utiliza para resguardar y 

valorar los derechos y garantías ponderados en la Carta Magna y en los Tratados y 

Convenciones Internacionales de Derechos Humanos, considerando que, a través de este 

precepto y otras ideas procesales se busca la efectividad y desempeño dentro de la 

administración de justicia, para que sea capaz de ayudar a prevenir, además de reparar los 

abusos u omisiones que se han cometido hacia determinadas personas, que han lesionado 

o violado sus derechos humanos 

 

 2.2.5. MEDIDA CAUTELAR 

El Dr. Rafael Requena la medida cautelar tiene por objeto: “asegurar los fines del 

procedimiento, velar por la seguridad de la sociedad o de la víctima y/o asegurar la 

existencia de bienes suficientes para una eventual reparación o indemnización a esta” 

(Requena Cordero 2018). 

Según nos lo revela el profesor Zaffaroni su Manual de Derecho Penal: “Se llama 

prisión preventiva a la privación de la libertad que sufre quien aún no ha sido condenado, 

es decir, quien aún está procesado porque aún no ha habido sentencia, la que bien puede 

ser condenatoria como absolutoria” (Zaffaroni 1988). 

Las medidas cautelares pueden ser solicitadas precedentemente, juntamente o 

posteriormente de una demanda, con el fin de afirmar las pretensiones de las partes 

durante la disputa del proceso, nos da a comprender que las medidas cautelares están 

unidas a la presencia de un proceso. 

Priori Posada, se expresa de las medidas cautelares en los sucesivos términos: “La 

medida cautelar es un instituto jurídico por medio del cual se garantiza la efectividad de 

la sentencia a dictarse en un proceso frente a los riesgos derivados de la demora del 

mismo”21. 

Elio Fazzalari, describiendo a las medidas cautelares, indica: “Son providencias 

jurisdiccionales, emitidas por el juez en espera y en vista de una sentencia de mérito, con 

 
20 Constitución de la República, art. 172, año 2008, pág. 98. 
21 Giovanni Priori Posada, La Tutela Cautelar, Lima, ARA Editores, 2006, pág. 36. 
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la finalidad de asegurar sus efectos: las providencias cautelares operan sobre la situación 

presente, con el objeto que la sentencia, sobreponiéndose con éxito al proceso ordinario, 

no llegue demasiado tarde”22. 

Cancado Trindade, manifiesta: “las medidas cautelares en al ámbito de los 

derechos humanos se liberan del formalismo jurídico de la ciencia jurídica del pasado, y 

en el presente dominio tales medidas, además de su carácter esencialmente preventivo, 

protegen efectivamente derechos fundamentales”23 

El Código Orgánico Integral en su art. 522 expresa: La o el juzgador podrá 

imponer una o varias de las siguientes medidas cautelares para asegurar la presencia de 

la persona procesada y se aplicará de forma prioritaria a la privación de libertad:  

1. Prohibición de ausentarse del país.  

2. Obligación de presentarse periódicamente ante la o el juzgador que conoce el 

proceso o ante la autoridad o institución que designe.  

3. Arresto domiciliario.  

4. Dispositivo de vigilancia electrónica.  

5. Detención. 

6. Prisión preventiva. La o el juzgador, en los casos de los numerales 1, 2 y 3 de 

este artículo, podrá ordenar, además, el uso de un dispositivo de vigilancia 

electrónica.24 

En nuestro Código Orgánico Integral Penal art. 5.- Principios procesales numeral 

3, 4, 19 y 21, expresa: “El derecho al debido proceso penal, sin perjuicio de otros establecidos 

en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales ratificados por el Estado u 

otras normas jurídicas, se regirá por los siguientes principios: 

1. Duda a favor del reo: la o el juzgador, para dictar sentencia condenatoria, debe tener el 

convencimiento de la culpabilidad penal de la persona procesada, más allá de toda duda 

razonable.  

2. Inocencia: toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como 

tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario. 

 
22 Elio Fazzalari, Provvedimenti Cautelari, Enciclopedi del Diritto, tomo XXXVII, Giuffre, Milano, 1948, 

pág. 841, citado por, Giovanni Priori Posada, La Tutela Cautelar, pág. 36. 
23 Antonio Augusto Cancado Trindade, Reflexiones Sobre la Evolución y Estado Actual de las medidas 

provisionales de protección en el Derecho Internacional Contemporáneo, Prologo en, Ernesto Rey Cantor, 

Ángela Rey Anaya, Medidas Provisionales y Medidas Cautelares en el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos, Bogotá, Editorial Temis S.A. 2005, p. XIX 
24 Código Orgánico Integral Penal, Capítulo II, Medidas Cautelares, Sección 1ª, art. 522, pág. 157. 
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19. Imparcialidad: la o el juzgador, en todos los procesos a su cargo, se orientará por el 

imperativo de administrar justicia de conformidad con la Constitución de la República, 

los instrumentos internacionales de derechos humanos y este Código, respetando la 

igualdad ante la Ley. 

21. Objetividad: en el ejercicio de su función, la o el fiscal adecuará sus actos a un criterio 

objetivo, a la correcta aplicación de la ley y al respeto a los derechos de las personas. 

Investigará no solo los hechos y circunstancias que funden o agraven la responsabilidad 

de la persona procesada25, sino también los que la eximan, atenúen o extingan.”26 

 

El debido proceso es el gremio de garantías procesales que tienen por centro 

concurrir a los sujetos durante el progreso del proceso, y así preservarlos de abusos de las 

jurisdicciones y consentir el amparo de sus derechos. 

 2.2.6. PRISIÓN PREVENTIVA 

En Ecuador la prisión preventiva tiene sostén normativo en los siguientes niveles:  

1. Constitucional;  

2. El ubicado en instrumentos internacionales y jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos; y,  

3. Legal. 

Haciendo referencia a la normativa constitucional, el Ecuador augura la existencia 

de la prisión preventiva en el artículo 77 numeral 1, la cual tiene como propósito asegurar 

la comparecencia del procesado al proceso y el cumplimiento de una eventual pena 

(Constitución de la República del Ecuador 2008). 

La Corte IDH, ha ordenado: “jurisprudencia vinculante en donde ha establecido 

estándares mínimos a cumplir por los Estados para la reglamentación y aplicación de la 

prisión preventiva. A nivel interamericano se ha catalogado a la prisión preventiva como 

excepcional, siendo esta una categoría altamente garantista” (Convención Americana de 

Derechos Humanos 1969). 

El COIP, en su artículo 534, establece la finalidad y requisitos de la prisión 

preventiva, en la cual se expresa: Para garantizar la comparecencia de la persona procesada al 

 
25 Código Orgánico Integral Penal, Titulo II, Capítulo II Garantías y Principios Rectores del Proceso 

Penal, art. 5, pág. 8. 
26 Código Orgánico Integral Penal, Garantías y Principios Rectores del Proceso Penal, pág. 8. 
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proceso y el cumplimiento de la pena, la o el fiscal podrá solicitar a la o al juzgador de manera 

fundamentada, que ordene la prisión preventiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:  

1. Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio 

público de la acción. 

2. Elementos de convicción claros, precisos y justificados de que la o el procesado es 

autor o cómplice de la infracción. En todo caso la sola existencia de indicios de 

responsabilidad no constituye razón suficiente para ordenar la prisión preventiva. 

3. Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no privativas de la 

libertad son insuficientes y que es necesaria la prisión preventiva para asegurar su 

presencia en la audiencia de juicio o el cumplimiento de la pena. 

Para este efecto, la o el fiscal demostrará que las medidas cautelares personales diferentes 

a la prisión preventiva no son suficientes. En el caso de ordenar la prisión preventiva, la o el juez 

obligatoriamente motivará su decisión y explicará las razones por las cuales las otras medidas 

cautelares son insuficientes. 

En los requisitos descritos en los números 1 y 2, el parte policial no constituye ningún 

elemento de convicción ni será fundamento para solicitar o conceder la prisión preventiva. El 

parte policial es exclusivamente referencial.27 

Podemos observar de igual manera el art. 540 del Código Orgánico Integral Penal, 

en el cual se hace referencia a la Resolución de prisión preventiva, manifiesta que: La 

aplicación, revocatoria, sustitución, suspensión o revisión de la prisión preventiva, será 

adoptada por la o el juzgador en audiencia, oral, pública y contradictoria de manera 

motivada (Código Orgánico Integral Penal 2020). 

 2.2.7. DENUNCIA 

Leslie Huerta expresa que: “es el acto procesal por el que cualquier persona, 

verbalmente o por escrito, ante el Ministerio Público (o ante la policía dependiente de él, 

en materia federal) relata hechos posiblemente constitutivos de delito perseguible 

oficiosamente” (Hernández Pliego 2006) 

Para Cipriano Gómez se interpreta como: “La denuncia puede ser considerada 

como una participación de conocimiento que da el particular a los órganos estatales” 

(Gómez Lara 2000) 

 
27 Código Orgánico Integral Penal, Capitulo II, Medidas Cautelares, Parágrafo 3o, art. 534, pág. 160. 
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En nuestro Código Orgánico Integral Penal art. 421, expresa: “La persona que 

llegue a conocer que se ha cometido un delito de ejercicio público de la acción, podrá 

presentar su denuncia ante la Fiscalía, al personal del Sistema especializado integral de 

investigación, medicina legal o ciencias forenses o ante el organismo competente en 

materia de tránsito” (Código Orgánico Integral Penal 2020). 

El Código Orgánico Integral Penal en su Artículo 427 expresa las formas de 

denuncia: “La denuncia podrá formularse verbalmente o por escrito. Los escritos 

anónimos que no suministren evidencias o datos concretos que orienten la investigación 

se archivarán por la o el fiscal correspondiente” (Código Orgánico Integral Penal 2020). 

Denuncia escrita. - La denuncia escrita será firmada por la o el denunciante. Si 

este último no sabe o no puede firmar, debe estampar su huella digital y una o un testigo 

firmará por ella o él (Código Orgánico Integral Penal 2020). 

Denuncia verbal. - Si la denuncia es verbal se sentará el acta respectiva, al pie de 

la cual firmará la o el denunciante. Si este último no sabe o no puede firmar, se sujetará a 

lo dispuesto en el artículo anterior (Código Orgánico Integral Penal 2020). 

El contenido de la denuncia se encuentra estipulado en el Art. 430 del cuerpo legal 

antes mencionando que:  

La denuncia deberá contener los nombres, apellidos, dirección domiciliaria o 

casillero judicial o electrónico de la o el denunciante y la relación clara y precisa de la 

infracción y de ser posible con expresión del lugar, día y hora en la que fue cometido. Se 

dejará constancia del día y hora de presentación y si es posible, se consignarán los 

siguientes datos:  

1. Los nombres y apellidos de las o los autores, cómplices, si se los conoce así 

como, los de las personas que presenciaron la infracción o que puedan tener 

conocimiento de ella.  

2. Los nombres y apellidos de las víctimas y la determinación de los daños 

causados.  

3. Todas las demás indicaciones y circunstancias que puedan conducir a la 

comprobación de la existencia de la infracción y a la identificación de los 

denunciados. La falta de cualquiera de estos datos, no obstará la iniciación de 

la investigación.  
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La denuncia por mandatario requiere poder especial, en el cual deberá constar 

expresamente los datos establecidos en el presente artículo.28 

 2.2.8. ACUSACIÓN PARTICULAR 

Binder Alberto expresa que “La acusación es un pedido de Apertura a Juicio, por 

un hecho determinado y contra una persona determinada, la cual contiene una promesa 

que debe tener fundamento de que el hecho será probado en Juicio”29 

El Dr. Walter Guerrero manifiesta que la acusación particular se refiere a: “una 

declaración de conocimiento y voluntad por medio de la cual, la persona facultada por la 

ley, pone en conocimiento del juez la perpetración de la infracción y se presenta como 

parte en el proceso penal, con el objeto de ejercer la pretensión penal y civil 

correspondiente” (Guerrero Vivanco 2004). 

La acusación particular se encuentra estipulada en nuestro Código Orgánico 

Integral Penal, específicamente en el art. 432 en el cual se refiere a quien puede presentar 

la acusación particular:  

1. La víctima, por sí misma o a través de su representante legal, sin perjuicio de 

la facultad de intervenir en todas las audiencias y de reclamar su derecho a la 

reparación integral, incluso cuando no presente acusación particular.  

2. La víctima, como persona jurídica podrá acusar por medio de su representante 

legal, quien podrá actuar por sí mismo o mediante procuradora o procurador 

judicial.  

3. La víctima como entidad u organismo público, podrá acusar por medio de sus 

representantes legales o de sus delegados especiales y la o el Procurador 

General del Estado, para las instituciones que carezcan de personería jurídica, 

sin perjuicio de la intervención de la Procuraduría General del Estado. En la 

delegación especial deberá constar expresamente el nombre y apellido de la 

persona procesada y acusada y la relación completa de la infracción con la que 

se le quiere acusar.30 

Para consiguiente en el art. 433 del cuerpo legal ibidem, en el cual hace referencia 

al trámite que se debe seguir y cumplir:  

 
28 Código Orgánico Integral Penal, Capitulo III, art. 430 Contenido, pág. 125. 
29 Alberto Binder, Introducción al Derecho Procesal Penal, Buenos Aires: Editorial S.R.L, 1993, pág. 225. 
30 Código Orgánico Integral Penal, Capítulo IV, art. 433, pág. 126. 
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1. La acusación particular podrá presentarse desde el inicio de la instrucción 

hasta antes de su conclusión.  

2. La o el acusador particular comparecerá ante la o el juzgador a reconocer el 

contenido de la acusación.  

3. La o el juzgador examinará si la acusación particular reúne los requisitos 

previstos y la aceptará a trámite, ordenando la citación. Si la encuentra 

incompleta, la o el juzgador, después de precisar la omisión con claridad, 

dispondrá que el acusador la complete, en el plazo de tres días. Si el acusador 

particular no la completa se entenderá como no propuesta. 

4. La o el juzgador ordenará la citación con la acusación particular a la persona 

procesada por cualquier medio efectivo a su alcance y dejará constancia de 

dicho acto procesal.  

5. La víctima podrá desistir, en cualquier momento, de la acusación particular.  

6. La o el acusador particular podrá comparecer personalmente o a través de su 

defensora o defensor público o patrocinador o procurador judicial a las 

audiencias previstas en este Código, con excepción de la audiencia de juicio 

en la que deberá estar presente, caso contrario se declarará abandonada la 

acusación particular, la o el fiscal continuará con el impulso del proceso.  

7. La o el juzgador, cuando dicte resolución que ponga fin al proceso, declarará 

obligatoriamente si la acusación particular es maliciosa o temeraria.31 

La acusación particular además se debe presentar de manera escrita y los 

requisitos que contiene se encuentran estipulados en el art. 434 del COIP, expresado a 

continuación:  

1. El nombre, apellido, dirección domiciliaria o casillero judicial o electrónico, 

número de cédula de ciudadanía o identidad o número de pasaporte de la 

persona que la presenta.  

2. El nombre y apellido o identificación que individualice a la persona procesada 

y si es posible, su dirección domiciliaria.  

3. La justificación de encontrarse en condición de víctima.  

4. La relación de los hechos, con determinación del lugar, día, mes y año en que 

es cometido, así como de la infracción acusada.  

 
31 Código Orgánico Integral Penal, Capítulo IV, art. 433, pág. 126. 
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5. La firma de la persona que acusa o de su apoderada o apoderado con poder 

especial. En este poder se hará constar expresamente el nombre y apellido de 

la persona procesada o acusada y la relación completa de la infracción que se 

quiere acusar.  

6. Si la o el acusador no sabe o no puede firmar, deberá estampar la huella digital, 

en presencia de una o un testigo 32 

 2.2.9. DELITO FLAGRANTE 

La flagrancia es la calidad de flagrante, y flagrante representa que se está 

componiendo actualmente, en el mismo instante de estarse cometiendo el delito, sin que 

el autor haya podido desaparecer. 

El Dr. José García Falconí enuncia que: “El delito flagrante etimológicamente 

significa arder, resplandecer, quemar, incendio sin freno ni medida. Jurídicamente se lo 

concibe como la equivalencia entre signos externos y la supuesta demostración de una 

conducta antisocial del sujeto flagrante” (García Falconí 2010). 

En el Código Orgánico Integral Penal art. 527, expresa:” Se entiende que se 

encuentra en situación de flagrancia, la persona que comete el delito en presencia de una 

o más personas o cuando se la descubre inmediatamente después de su supuesta 

comisión” (Código Orgánico Integral Penal 2020). 

Una definición importante es la de El Tribunal Supremo define el delito 

flagrante en su sentencia del 6 de marzo de 2001, como el que se está cometiendo o se 

acaba de cometer cuando el delincuente es sorprendido, considerándose también 

«delincuente in fragante» a quien es sorprendido inmediatamente después de la comisión 

del delito, con efectos o instrumentos que infundan la vehemente sospecha de su 

participación en él (Castillo 2020, 1). 

Para tener claro quiénes pueden aprehender a una persona en delito flagrante, el 

art. 528 del COIP, expresa que:  

Nadie podrá ser aprehendido sino por los agentes a quienes la ley impone el deber 

de hacerlo, salvo el caso de flagrancia, de conformidad con las disposiciones de este 

Código. Sin embargo y además del caso de delito flagrante, cualquier persona podrá 

aprehender:  

 
32 Código Orgánico Integral Penal, Capítulo IV, art. 434, pág. 126. 
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1. Al que fugue del establecimiento de rehabilitación social en el que se halle 

cumpliendo su condena, detenido o con prisión preventiva.  

2. A la persona procesada o acusada, en contra de quien se ha dictado orden de 

prisión preventiva o al condenado que está prófugo.  

Si el aprehensor es una persona particular, deberá poner inmediatamente al 

aprehendido a órdenes de un agente policial.33 

 2.2.10. AUDIENCIA DE CALIFICACIÓN DE FLAGRANCIA 

Se debe iniciar citando a la Constitución de la República, en cual en su art. 169 

expresa que: “el sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las 

normas procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 

inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido 

proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades”34 

En el Art. 529 del Código Orgánico Integral Penal expresa: “En los casos de 

infracción flagrante, dentro de las veinticuatro horas desde que tuvo lugar la aprehensión, 

se realizará la correspondiente audiencia oral ante la o el juzgador, en la que se calificará 

la legalidad de la aprehensión. La o el fiscal, de considerarlo necesario, formulará cargos 

y de ser pertinente solicitará las medidas cautelares y de protección que el caso amerite y 

se determinará el proceso correspondiente”35. 

Por consiguiente, el art. 529.1 del cuerpo legal ibidem se refiere a la Identificación 

en caso de delito flagrante en su inciso último, se refiere: “En estos casos se respetará el 

derecho constitucional de la persona a que se presuma su inocencia y a ser tratada como 

tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia ejecutoriada” 

(Constitución de la República del Ecuador 2008). 

 2.2.11. DETENCIÓN 

En el Ecuador, una persona puede ser privado de su libertad únicamente con orden 

de un juez competente, con la única excepción de cuando existe un delito flagrante, este 

tipo de delito puede ser realizado por un policía, e inclusive cualquier tipo de persona, en 

 
33 Código Orgánico Integral penal, Capitulo II, Medidas Cautelares, párrafo 1º. Aprehensión, art. 528, 

pág. 158.  
34 Constitución de la República, Capítulo cuarto, Sección primera, Principios de la administración de 

justicia, art. 167, pág. 97 
35 Código Orgánico Integral Penal, Capítulo II, Medidas Cautelares, Parágrafo 1o., Aprehensión, art. 529, 

pág. 158. 
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el momento en que se esté cometiendo el delito, por acto siguiente el legislador determina 

si la persona debe ser llevada ante el juez para que este examine la legalidad de la 

detención. 

La personas o agente policial que realice la aprehensión, deberán informar a la 

persona el motivo por la que se la está deteniendo e incluso sus derechos de una manera 

que entienda y básica. 

La detención para Yuliana Pamela Clavijo es: “un acto por el que se produce una 

limitación de la libertad individual de una persona en virtud de una declaración de 

voluntad de carácter provisional y que tiene por fin ponerla a disposición del Instructor 

del proceso penal” (Clavijo Orozco 2015). 

La detención según el Código Orgánico Integral Penal, se expresa que es: “La o 

el juzgador, por pedido motivado de la o el fiscal, podrá ordenar la detención de una 

persona, con fines investigativos” (Código Orgánico Integral Penal 2020). 

Duración de la detención  

En ningún caso la detención podrá durar más de 24 horas, tipificado en el Art. 532 

del Código Orgánico Integral Penal.  

 2.2.12. FASE DE INVESTIGACIÓN PREVIA 

 Base constitucional y legal 

Para iniciar, se debe tener claro la definición de Instrucción Fiscal, como su 

nombre lo asemeja es la etapa en que el fiscal exhibe ante el oportuno Tribunal Penal, “la 

identificación pormenorizada de cada uno de los elementos probatorios que permitan a 

las autoridades judiciales conocer sobre la responsabilidad del imputado en la comisión 

del delito” (Salazar Gaspar 2020). 

En nuestro Código Orgánico Integral Penal, específicamente en su Art. 409 

manifiesta que la acción penal es de carácter público y consecutivamente en el Art. 410 

expresa que: “El ejercicio de la acción de la acción penal es público y privado.  

El Ejercicio público de la acción corresponde a la Fiscalía, sin necesidad de 

denuncia previa.36”. 

En la Constitución de la República, específicamente en el Art. 195, se refiere que: 

“La Fiscalía dirigirá, de oficio o a petición de parte, la investigación preprocesal y 

procesal penal, durante el proceso ejercerá la acción pública con sujeción a los principios 

 
36 Código Orgánico Integral Penal, Título II, Capítulo I, Ejercicio de la Acción Penal, art. 410, pág. 121. 
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de oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al interés público y a 

los derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a los presuntos infractores ante el 

juez competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del juicio penal”37 

El Dr. Jorge Eduardo Alvarado define esta como: “La Fase de Investigación 

Previa o como se la conoce Indagación Fiscal, es el inicio de los fundamentos de derecho 

de la acción planteada, le corresponde al Fiscal, único responsable, de esta etapa 

preprocesal, en forma reservada, proceder al acopio de todos los elementos de convicción, 

vestigios, presunciones, en torno al tema de la fase investigativa etc.”38 

El Diario Los Andes, en su publicación expresa que: “La fase de Investigación 

Previa es la primera fase del proceso penal considerada como fase pre procesal que realiza 

el Fiscal en representación de la sociedad, tomando como antecedentes los hechos 

presumiblemente constitutivos de la infracción penal, que por cualquier medio hayan 

llegado a su conocimiento” (Massón 2018). 

En el Art. 580 del Código Orgánico Integral Penal, define la finalidad de la Fase 

de Investigación previa expresando que: “En la fase de investigación previa se reunirán 

los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan a la o al fiscal decidir 

si formula o no la imputación y de hacerlo, posibilitará al investigado preparar su defensa” 

(Código Orgánico Integral Penal 2020). 

 2.2.13. FORMAS DE CONOCER LA INFRACCIÓN PENAL 

Tipificado en el art. 581 del Código Orgánico Integral Penal, manifiesta: “sin 

perjuicio de que la o el fiscal inicie la investigación, la noticia sobre la infracción penal 

podrá llegar a su conocimiento por:  

1. Denuncia: Cualquier persona podrá denunciar la existencia de una infracción 

ante la Fiscalía, Policía Nacional, o personal del Sistema integral o autoridad 

competente en materia de tránsito. Los que directamente pondrán de inmediato 

en conocimiento de la Fiscalía.  

2. Informes de supervisión: Los informes de supervisión que efectúan los 

órganos de control deberán ser remitidos a la Fiscalía. 

 
37 Dr. Jorge Eduardo Alvarado, Investigación Previa, DerechoEcuador.com, Quito – Ecuador, año 2017. 
38 Dr. Jorge Eduardo Alvarado, Investigación Previa, DerechoEcuador.com, Quito – Ecuador, año 2017.   
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 2.2.14. PROCESADO 

 Base constitucional y legal 

Artículo 440.- Persona procesada. - Se considera persona procesada a la persona 

natural o jurídica, contra la cual, la o el fiscal formule cargos. La persona procesada tendrá 

la potestad de ejercer todos los derechos que le reconoce la Constitución, los Instrumentos 

Internacionales de Derechos Humanos y este Código (Código Orgánico Integral Penal 

2020). 

El diccionario manifiesta que: “entiende por procesado a la persona que está 

declarada y tratada como presunto reo en un proceso criminal” (Collins Spanish 

Dictionary 2005). 

Una definición muy clara es: “se dice de la persona contra la que existen indicios 

de criminalidad y que está sometida a proceso judicial” (Busca palabra 2019). 

Para Camelutti el procesado es: “aquel que es sometido al proceso penal a fin de 

que el juez compruebe si ha cometido o no un delito, y en caso afirmativo lo castigue. El 

proceso penal nace por lo tanto con la imputación, que es un acto del juez, que afirma ser 

probable que se haya cometido un delito”39 

 2.2.15. VÍCTIMA 

Base constitucional y legal  

El Artículo 441 numerales 1, 2, y 3 del Código Orgánico Integral Penal, 

refiriéndose: “Se consideran víctimas, para efectos de aplicación de las normas de este 

Código, a las siguientes personas:  

1. Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos que individual 

o colectivamente han sufrido algún daño a un bien jurídico de manera directa 

o indirecta como consecuencia de la infracción.  

2. Quien ha sufrido agresión física, psicológica, sexual o cualquier tipo de daño 

o perjuicio de sus derechos por el cometimiento de una infracción penal. 

3. La o el cónyuge o pareja en unión libre, incluso en parejas del mismo sexo; 

ascendientes o descendientes dentro del segundo grado de consanguinidad o 

 
39 Francesco Camelutti, ¿Cómo se hace un proceso?, página 61, Buenos Aires, Argentina. 
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primero de afinidad de las personas señaladas en el numeral anterior (Código 

Orgánico Integral Penal 2020). 

Víctimas de delitos. Se fa a entender por "víctimas" los individuos que, individual 

o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento 

emocional, pérdida financiera, o deterioro sustancial de los derechos fundamentales, 

como efecto de acciones u omisiones que vulneren la legislación penal actual en los 

Estados, adjunta la que proscribe el abuso de poder. 

En el VII Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del delito y 

Tratamiento al Delincuente se llegó a definir a la víctima de la siguiente manera: “Se 

entenderá por víctimas a las personas que individual o colectivamente hayan sufrido 

daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o 

menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u 

omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados miembros, incluida la 

que proscribe el abuso de poder40”.  

 2.2.16. FISCALÍA 

Base constitucional y legal 

El Código Orgánico Integral Penal en el Art. 442 define a Fiscalía expresando 

que: “La Fiscalía dirige la investigación preprocesal y procesal penal e interviene hasta 

la finalización del proceso. La víctima deberá ser instruida por parte de la o el fiscal sobre 

sus derechos y en especial, sobre su intervención en la causa”, así también el Art. 443 del 

mismo cuerpo legal se refiere a las Atribuciones de la Fiscalía y en el Art. 444 numeral 

3, 11, 12 y 14 los cuales expresan lo siguiente: 

 

3. Formular cargos, impulsar y sustentar la acusación de haber mérito o 

abstenerse del ejercicio público de la acción.   

11. Solicitar a la o al juzgador que dicte las medidas cautelares y de protección 

que considere oportunas para la defensa de las víctimas y el restablecimiento 

del derecho. Igualmente podrá pedir la revocatoria o cesación de dichas 

medidas cuando estime que la investigación practicada ha permitido 

desvanecer los indicios que las motivaron.  

 
40 Aguilar Dager, Estudios Cubanos sobre Victimología, Capítulo VI, Concepto de Victima, España, año 

2010. 
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12. Ordenar el peritaje integral de todos los indicios que hayan sido levantados en 

la escena del hecho, garantizando la preservación y correcto manejo de las 

evidencias. 

14. Disponer la práctica de las demás diligencias investigativas que considere 

necesarias. 

 

En el Código Orgánico de la Función Judicial específicamente en el Art. 281 

expresa que: “La Fiscalía General del Estado es un organismo autónomo de la Función 

Judicial, con autonomía económica, financiera y administrativa. Tiene su sede en la 

capital de la República” (Código Orgánico de la Función Judicial 2015). 

En el artículo 282 del mismo cuerpo legal nombrado anteriormente, estipula 

cuales son funciones de Fiscalía, expresando que:  

1. Dirigir y promover, de oficio o a petición de parte, la investigación pre procesal y 

procesal penal, de acuerdo con el Código de Procedimiento Penal y demás leyes, en 

casos de acción penal pública; de hallar mérito acusar a los presuntos infractores ante 

el Juez competente e impulsar la acusación en la sustanciación del juicio penal; 

3. Garantizar la intervención de la defensa de los imputados o procesados, en las 

indagaciones previas y las investigaciones procesales por delitos de acción pública, 

quienes deberán ser citados y notificados para los efectos de intervenir en las 

diligencias probatorias y aportar pruebas de descargo, cualquier actuación que viole 

esta disposición carecerá de eficacia probatoria; 

5. Dirigir y coordinar el Sistema Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses que 

contará con la ayuda de organismos gubernamentales y no gubernamentales con el 

fin de establecer, de manera técnica y científica, procedimientos estandarizados para 

la práctica de la pericia médico legal;41 

 

 

Al Fiscal le incumbirá establecer e interponerse en las actividades de: 

1. Identificación de cadáveres. 

2. Autopsia médico legal 

3. Reconocimiento médico legal de personas lesionadas o heridas. 

4. Reconocimiento del lugar, 

5. Reconocimiento técnico mecánico de los vehículos, 

 
41 Código Orgánico de la Función Judicial, Titulo V, Capitulo I, art. 282, pág. 86. 
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6. Reconocimiento de la propiedad privada en caso que haya sufrido daño. 

7. Reconstrucción de los hechos. 

8. Recolección de evidencias y reconocimiento de las mismas. 

9. Recepción de versiones de testigos, del presunto conductor, del propietario del 

vehículo, del agraviado o agraviados. 

10. Recibirá toda clase de documentos, entre los que constarán: Credencial de Manejo 

del Conductor, Matrícula del vehículo, Facturas médicas, y, pago de costos para la 

recuperación de heridos, documentos notariados o reconocidos por un Juez Civil que 

digan del pago por el daño ocasionado como ayuda para funerales, gastos médicos. 

Actas o documentos por transacciones por la reparación del daño ocasionado o por la 

reparación integral por el daño causado.42 

Para Fredy José Farinango a el Fiscal le concierne: “el ejercicio público de la 

acción en el caso que el delito sea de carácter público, es decir actuaría en defensa de los 

derechos de la víctima y por ende del Estado, y es quién actuará conforme a derecho con 

todas las herramientas necesarias para demostrar elementos de convicción suficientes 

para probar la existencia de la infracción que se ha cometido”43. 

 2.2.17. DELITO DE VIOLACIÓN 

Para Erin G. Clifton el delito de violación se define como: “La violación se refiere 

a la penetración en la vagina, el ano o la boca que implica amenazas o fuerza contra una 

persona que no consiente o que está incapacitada (debido a una discapacidad mental o 

física o una intoxicación)” (Clifton 2020).  

La violación es un tipo de abuso sexual que incluye penetración sexual, así 

sea apenas, sin consentimiento, delito tipificado en el Art 171 en su inciso 2, del 

Código Orgánico Integral Penal, el cual expresa: Es violación el acceso carnal, con 

introducción total o parcial del miembro viril, por vía oral, anal o vaginal; o la 

introducción, por vía vaginal o anal, de objetos, dedos u órganos distintos al miembro 

viril, a una persona de cualquier sexo. Quien la comete, será sancionado con pena 

privativa de libertad de diecinueve a veintidós años en cualquiera de los siguientes casos: 

1. Cuando se use violencia, amenaza o intimidación (Código Orgánico Integral 

Penal 2020). 

 

 
42 Dr. Jorge Eduardo Alvarado, Investigación Previa, DerechoEcuador.com, Quito – Ecuador, año 2017.   
43 Fredy José Farinango Chile, Determinación de los Sujetos Procesales y Partes Procesales en el Código 

Orgánico Integral Penal, Ambato, Ecuador, año 2019. 
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 2.3 PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN   

 

- ¿De qué manera se ha violado los derechos constitucionales del procesado? 

- ¿Existe alternativa de solución al problema suscitado en este caso? 

- Analizar si el juez de Garantías penales observo los requisitos para dictar la 

prisión preventiva. 

- ¿Cuál fue el error que cometió Fiscalía en el presente caso de estudio? 

- ¿Cuáles son las garantías penales con los que cuenta el procesado en Ecuador? 
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CAPITULO III 

 3. DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO REALIZADO 

 3.1 REDACCIÓN DEL CUERPO DEL ESTUDIO DE CASO 

El estudio de caso que hoy se presenta, se realizó en base a la normativa legal que 

rige en Ecuador actualmente, con ayuda muy recurrente del internet, debido a la pandemia 

que hoy en día atravesamos y nos acarrea. Una ayuda que recurrimos ha sido también los 

trabajos investigativos, tesis, artículos científicos, con gran contenido educativo el cual 

ha sido de gran ayuda para poder ilustrarme y tener mayor información en lo referente a 

mi problemática de estudio. 

Para empaparme del proceso que escogí como estudio, inicié con la lectura 

exhaustiva del mismo, tomando en cuenta, en primer lugar, cual fue la problemática del 

mismo, que no fue difícil de identificar, debido a que el delito se cometió en Flagrancia, 

además de escuchar la audiencia se pudo constatar que en realidad se dio la situación de 

la manera que constataba en el Acta Resumen que se puede observar en el proceso. De la 

Audiencia pudimos extraer conceptos que nos ayudaron a desarrollar el estudio de este 

caso, por ejemplo: debido proceso, principios y garantías del debido proceso, atribuciones 

de Fiscalía, principio de imparcialidad, violación, procesado, victima, etc. 

 3.2 METODOLOGÍA  

La metodología del análisis del caso que se aplicara es la siguiente: 

Método analítico. - Servirá para analizar los fundamentos de derecho que 

motivaron a los operadores de justicia, para emitir varias sentencias con contenidos 

diferentes. 

Método Sintético. -  Servirá para unificar el contenido académico tratado por 

partes separadas para facilitar su comprensión sobre el asunto que se analiza. 

Método Inductivo. - Este permite analizar los hechos particulares o individuales 

para llegar a comprender el contenido de las diferentes sentencias. 

Método Bibliográfico. - Servirá para recabar información veraz y confiable de la 

doctrina nacional e internacional. 
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CAPITULO IV 

 4. RESULTADOS  

  4.1 RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 

Pude notar que existe jueces que no dictan una resolución con imparcialidad ni 

teniendo en cuenta el principio de inocencia que están estipulados en el Código Orgánico 

Integral Penal y la Constitución de la República. 

Se dictó prisión preventiva a una persona que, mediante elementos de convicción 

insuficientes sobre la existencia de la infracción y la responsabilidad de la persona 

procesada, a pesar de haber presentado documentos de arraigo que demostraba la 

comparecencia de la persona durante todo el proceso, no se justificó que las medidas no 

privativas de libertad son suficientes. 

Durante todo el proceso no se tomó en cuenta esta falta, simplemente fue ignorada 

y pasada por alto por la Sala y el Tribunal de Garantías Penales de Chimborazo, y ya en 

ese momento juzgando al procesado por el delito de violación. La Sala en el momento de 

revisar el proceso debía declarar la nulidad por el error del juez, sumado al hecho que el 

procesado no apelo a la prisión preventiva dictada por el juez en la Audiencia de 

Calificación de Flagrancia. Se violó la libertad de una persona que en su momento no se 

demostró su culpabilidad. 

En este proceso el juez debía dictar medidas sustitutivas porque no cumplía con 

los requisitos del art.534 para asegurar que la persona procesada comparezca durante todo 

el proceso, y que no existió a la debida motivación por parte del Fiscal al solicitar la 

prisión preventiva y por parte del Juez al momento de ordenarla. 

Por otra parte, el Fiscal debía continuar con la investigación en caso de que el juez 

dicte únicamente medidas sustitutivas a la prisión preventiva y reunir las pruebas 

suficientes para determinar la responsabilidad del procesado, la falta que cometió fue 

únicamente no presentar en la audiencia de calificación de flagrancia los resultados de las 

diligencias que ordenó mas no presentar los oficios que ordenaba se realicen, puesto que 

con esto demostraba la culpabilidad del procesado en el delito de violación. 

Una vez declarada la nulidad de este proceso, se le debía aplicar la sanción 

estipulada en el art. 108 numeral 6, el cual manifiesta que se impondrá la suspensión de 

su cargo, sin el beneficio de remuneración, en el plazo de hasta 30 días, o iniciar un 

sumario administrativo al juez que dicto la prisión preventiva a petición de la Fiscal que 
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la solicitó sin tener reunido los elementos de convicción contenidos en el art. 534 del 

Código Orgánico Integral Penal, esto en los requisitos de la prisión preventiva, además 

de no ser imparcial y no respetar el debido proceso guiándose únicamente por el parte 

policial que cabe recalcar es únicamente informativo. 

Realizando el estudio de este proceso nos damos cuenta que tenemos un sistema 

de justicia parcialmente ineficaz, porque no nos da la seguridad de que la persona que nos 

juzga va a tomar una decisión dependiendo a lo que demostremos mediante pruebas, sino 

que va a parcializar por el lado que acusa y teniendo de parte a una institución que 

únicamente se va a dirigir por lo que le digan los agentes de policía, mas no que realicen 

una investigación y que su conclusión llegue a ser que efectivamente es culpable. 

Además, que imponga mi caso frente a un Tribunal y no tomen en cuenta o no se fijen en 

este error tan obvio hace dudar de su conocimiento sobre derecho. 

 4.2 IMPACTO DE LOS RESULTADOS  

En el estudio de este proceso como autora me he dado cuenta que aún existen 

fallas en nuestro sistema penal, que aun en el siglo XXI existen jueces que no están 

capacitados para desarrollar este cargo, que se necesita una persona que resuelva cuando 

este muy seguro de quien es responsable y quien cometió el delito del cual se le está 

imputando.  

Se conoce que el delito de violación es un delito grave por cualquier lado que se 

vea, pero también juzgar erróneamente a una persona del cual no se está convencido que 

cometió ese delito debería ser sancionado fuertemente, porque quizás se está juzgando a 

una persona inocente. 

Siendo el juez el garantista del debido proceso da a notar que no es un problema 

de existencia de garantías sino de emplearlas. Obviamente el problema en su totalidad no 

es del juez también se debe nombrar a los sujetos procesales, quien debía exigir que la 

audiencia se lleve con imparcialidad y se cumpla con lo que está tipificado en la 

Constitución, el Código Orgánico Integral Penal, Código Orgánico de la Función Judicial 

y Convenios Internacionales de Derechos Humanos. 

Es necesario no dejar de prepararse para poder cumplir con un análisis correcto en 

cualquier tipo de circunstancias. Los jueces tienen una gran responsabilidad y deben saber 

cumplir con ella, deben estar preparados para desarrollarse en este cargo tan importante, 

porque es inevitable que ocurran riñas, problemas, discusiones, robos, violaciones, 
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altercados, etc. Pero si contamos con funcionarios altamente capacitados estaremos más 

seguros de tener una justicia plena y como lo dice la propia palabra justa. 

Además de que nos queda la incertidumbre de cuantas resoluciones o decisiones 

erróneas tomaría este juez o en general diversos funcionarios, emitirían con este tipo de 

complejidad, dando como resultados la prisión de personas que en alguno de los casos 

sería inocente y que por el temor de que la persona procesada no asista o no cumpla con 

su pena e indemnización a la víctima se la prive de su libertad o peor aún lleguen a cumplir 

penas de 25 a 30 años.  
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CONCLUSIONES 

En la investigación de este proceso se puede concluir que el debido proceso es el 

derecho fundamental en todos los casos que se presenten. Estaría mal decir que somos un 

Estado constitucional de derechos y justicia cuando este tipo de fallos ocurren y peor aun 

siendo los jueces quienes violentan nuestros derechos.  

En la causa 060101819100278 es resuelta por el Tribunal de Garantías Penales de 

la ciudad de Riobamba provincia de Chimborazo en el cual existió violación al debido 

proceso lo cual repercutió en los derechos de la persona procesada. 

Del análisis del proceso se puede establecer que Fiscalía como titular de la acción 

penal violentó los derechos del procesado al solicitar medidas cautelares (prisión 

preventiva) sin la debida motivación, no dio cumplimiento con lo establecido en el art. 5 

numeral 4 de la Constitución de la República e incumpliendo lo que establece el art. 534 

del COIP principalmente porque las medidas no privativas de libertad eran insuficientes. 

De la investigación realizada se puede determinar que se violentaron los derechos 

del procesado por cuanto se desarrolló el proceso mientras se encontraba privado de 

libertad, se violentó el derecho a la motivación que deben tener los sujetos procesales por 

parte de Fiscalía que solicito medidas cautelares y del juez que las ordenó; y, todos estos 

derechos como parte del debido proceso que es una garantía consagrada ene l art. 76 de 

la Constitución de la Republica. 

Por último, podemos concluir que las actuaciones del juez al momento de ordenar 

una medida cautelar sin la debida motivación por parte del Fiscal se afectó el derecho a 

la seguridad jurídica porque se inobservo el art. 534 del COIP numerales 1, 2, 3 y los 

incisos 1 y 2 del numeral 4. 
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RECOMENDACIONES 

Una de las recomendaciones que para mí es primordial, es la capacitación de 

jueces mediante cursos o seminarios que instruyan a los garantistas del derecho frente a 

situaciones como la problemática en este proceso. 

Se recomienda capacitación de Fiscales para que actúen en concordancia al art. 

195 de la Constitución de la República del Ecuador, para que al solicitar alguna medida 

cautelar lo fundamenten, en este caso específico la prisión preventiva determinada en el 

art. 534 del Código Orgánico Integral Penal numerales 1, 2, 3 y los incisos 1 y 2 del 

numeral 4. 

Otra recomendación importante es que exista una reforma al Código Orgánico 

Integral penal para que se establezca disposiciones coercitivas tanto a jueces como a 

Fiscales. 

Recomendar a los sujetos procesales la posibilidad de acudir ante la corte 

Constitucional o ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos para reclamar la 

violación de derechos humanos. 
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